
Santiago, 


 de septiembre de dos mil ocho.


Vistos:


En autos rol N°4.494-2005, del Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Valparaíso, doña Berta González Cabello deduce demanda en contra del Colegio Inglés San Patricio Limitada, representado por don Tomás Faúndez González, a fin que se declare injustificado el despido de que fue objeto y se condene a la empleadora al pago de las indemnizaciones, recargo legal y prestaciones que señala, con los respectivos reajustes, intereses y costas.


Evacuando el traslado conferido, el demandado solicitó el rechazo de la acción deducida en su contra, alegando que la exoneración de la actora se ajustó a la causal contemplada en el artículo 160 N°3 del Código del Trabajo, esto es, su no concurrencia, injustificada, a partir del día 29 de junio de 2006, ya que la última licencia médica extendida en beneficio de ésta venció el día 28 del mismo mes y año. 

El tribunal de primera instancia, en sentencia de uno de agosto de dos mil ocho, escrita a fojas 133 y siguientes, rechazó la demanda interpuesta, sin costas.
Se alzó la actora y la Corte de Apelaciones de Valparaíso, por fallo de treinta de abril de dos mil ocho, que se lee a fojas 179, confirmó la decisión de primer grado. 

En contra de esta última resolución, la docente deduce recurso de casación en el fondo, por haber sido dictada, a su juicio, con infracciones de ley que han influido en lo dispositivo de la sentencia, a fin que se la invalide y se dicte la de reemplazo que describe.


Se trajeron estos autos en relación.


Considerando:


Primero: Que la recurrente denuncia la infracción de los artículos 160 N°3, 455 y 456 del Código del Trabajo, fundada en que los sentenciadores tienen por acreditada la causal esgrimida por el empleador, no obstante que existen en autos antecedentes múltiples, graves, precisos, concordantes y conexos que permiten determinar que la salud de la actora era irrecuperable a la fecha de su despido. Consta en autos, destaca la trabajadora para efectos de lo alegado, que al 29 de junio de 2005, ella se encontraba aquejada de una enfermedad calificada como incurable, imposibilitada de ejercer labores relacionadas con el uso de la voz, es decir, desarrollar sus servicios en aula; que dicha dolencia, sin embargo, no le impedía ejecutar otro tipo de labores, las que le debían ser asignadas por la empleadora; que las licencias de la actora cesaron 10 días antes del despido, por disposición de la Superintendencia de Seguridad Social, al calificarse su condición de salud como irrecuperable y que, al contestar la demanda, la empleadora sostuvo que la reincorporación de la trabajadora sólo era posible si llegaba a desempeñar las tareas para las que fue contratada, ya que el Colegio no se encontraba en condiciones de otorgarle un trabajo distinto. 


De acuerdo a lo señalado, según la docente, el tribunal quebrantó gravemente las normas reguladoras de la prueba, cuyo concepto cita de acuerdo  la jurisprudencia y al cual se refiere como un sistema con reglas propias en cuanto se trata de un convencimiento razonado y lógico, que debe producirse en lo íntimo de cada sentenciador, a partir del examen de los elementos aportados, sin omitir ninguno. Se vulneran tales límites desde que los jueces de la instancia trasladan a su parte la obligación de probar la justificación de las ausencias a partir del 29 de junio de 2005, en circunstancias que, de acuerdo a lo previsto por el artículo 1698 del Código Civil, la carga de acreditar la causal del despido era de quien la invocó, esto es, la demandada. 


Indica la demandante que tampoco se respetó un elemento básico como las máximas de experiencia, por cuanto es un hecho establecido en autos la antigüedad de 26 años de la actora en el Colegio, continuos e ininterrumpidos.  


Finalmente, la recurrente señala la forma como los errores denunciados influyeron en lo dispositivo del fallo atacado.

Segundo: Que para resolver el recurso en estudio cabe tener presente como premisa inicial, que la causal esgrimida por el empleador, es de aquéllas conductas, graves y debidamente comprobadas, en virtud de las cuales el legislador autoriza al empleador a poner término a la vinculación, sancionando a aquél con la pérdida de las indemnizaciones que, en ausencia de las primeras, le habrían correspondido. En la especie, “la ausencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos…”, contemplada en el artículo 160 N°3 del Código del Trabajo. 


Tercero: Que en lo que dice relación con las faltas de la docente, en la sentencia impugnada se estableció como hecho no controvertido, que las licencias médicas otorgadas a la actora terminaron el día 28 de junio de 2005, fecha a partir de la cual, sin embargo, ésta no se reincorporó. 

Cuarto: Que por otra parte, según se lee de la carta emanada del Colegio demandado, de fecha 11 de julio de 2005, habiéndose despedido a la demandante por la causal reseñada, específicamente por la inconcurrencia a sus labores desde el día 29 de junio 2005, la controversia de autos se circunscribió, precisamente, a la justificación de tales ausencias. 


Quinto: Que para dicho objeto, los sentenciadores estimaron insuficientes el carácter incurable de la enfermedad que padece la docente y la esperanza de ésta en relación a que el demandado acogiera su solicitud para el pago de una indemnización por los años laborados, considerando, además, que tal dolencia sólo la invalidaba para realizar labores relacionadas con el uso de la voz, pudiendo ejecutar otros trabajos que debía asignar el empleador atendidas las limitantes de la dependiente y por todo lo cual desecharon la acción impetrada.       


Sexto: Que el recurso planteado se sustenta en dos hipótesis, la primera, la inversión de la carga de la prueba efectuada por los sentenciadores en relación  a la parte que le corresponde acreditar la causal del despido de la actora, especialmente su injustificación. La segunda, que la conclusión del tribunal importa una desatención a la reglas de la sana crítica, especialmente la lógica, en tanto se encontraría probada en autos la dolencia incurable de la docente y la negativa del demandado de reasignarle tareas de acuerdo a sus posibilidades físicas.        


Séptimo: Que en lo que dice relación con la errónea aplicación del artículo 1698 del Código Civil, cabe señalar que ella no es tal desde que, una vez acreditadas por la empleadora las ausencias de la actora –las que tampoco ha controvertido-, es decir, acreditada el presupuesto fáctico de la causal de despido invocada por aquélla, resta a la parte trabajadora justificarlas. Así, la dependiente soporta la carga de comprobar en autos el hecho positivo contrario a la sola ausencia a sus labores, en tanto la actividad procesal pertinente obedece al derecho que se invoca o al hecho que se alega haber extinguido aquél. 

Octavo: Que en cuanto a la segunda infracción denunciada, claramente por su intermedio la recurrente ha contrariado los hechos asentados en la sentencia atacada, intentando su alteración por esta vía, modificación que ha sido estimada improcedente por esta Corte, atendido que el establecimiento de los presupuestos fácticos, conforme a la valoración de las pruebas rendidas de acuerdo a las reglas de la sana crítica, corresponde a facultades privativas de los jueces de la instancia.


Noveno: Que no obstante, aún cuando no es posible, en general, la revisión por este medio de los presupuestos fácticos asentados por los sentenciadores y la construcción de sus razonamientos sobre la base de los principios de la lógica y las máximas de experiencia, la desatención de éstas, precisamente, es lo que habilita la intervención de dicho proceso de análisis, tal  como se acusa en la especie y se infiere de las propias motivaciones reseñadas en el fundamento quinto que antecede. 
Décimo: Que, en efecto, tal como se plantea en el recurso en estudio, falta a la lógica, a la hora de analizar la justificación de las ausencias de la actora luego de su última licencia, no considerar el presupuesto, previamente establecido, consistente en la imposibilidad física de la docente para ejercer labores de aula, dada la disfonía irrecuperable que padece, en atención a la premisa de que puede ejercer otras funciones que le asigne el empleador, cuando el propio tribunal ha razonado en torno a la inviabilidad de una reasignación de funciones o pago de las indemnizaciones legales, según asegura el mismo demandado en la contestación del libelo. Así, resulta gravitante para la controversia el particular estado de salud de la demandante, pues provoca, en el evento de mantenerse la relación laboral, la modificación de las funciones de la trabajadora ó, derechamente, la extinción de aquélla, por la causal legal pertinente y previo pago de los resarcimientos legales. Asimismo, parece ineludible incorporar al razonamiento la actitud adoptada por la empleadora frente a dichas opciones, desde que su reconocida negativa ante ambas ha colocado a la docente en situación de indefensión. 

Undécimo: Que no pudieron los sentenciadores, entonces, razonablemente y de acuerdo a las máximas de experiencia, desestimar los hechos referidos en la comprensión de la situación existente entre las partes, soslayando, además, que la actora tiene más de veinticinco años de servicios para el Colegio demandado y en el transcurso de los cuales se originó y desarrolló la dolencia que la aqueja, lo que da cuenta de un grado de confianza y compromiso que le otorga sustento a las alegaciones de aquélla en torno a sus gestiones para que operara algunas de las dos opciones arriba referidas. No se trata, en consecuencia, como lo afirman los jueces de la instancia, de estimar justificación suficiente para las faltas imputadas la mera esperanza de que se acogiera la solicitud de finiquito de la demandante –descripción que simplifica en demasía el conflicto sublite-, por cuanto se le ha exigido a la trabajadora la observancia de su obligación contractual de comparecer para el único fin de hacer clases, por parte de un contratante que ha incumplido su carga de otorgar labores que sean físicamente posibles para su contraparte.  

Duodécimo: Que conforme lo razonado, el análisis de los presupuestos fácticos asentados por el tribunal a la luz de los criterios de la sana crítica, debieron llevar a establecer ésta los sentenciadores a la convicción de que las ausencias de la actora a partir del 29 de junio de 2005 fueron justificadas, en atención a que su disfonía crónica e irrecuperable le impide ejercer sus labores como docente de aula y el hecho de que el empleador no le ha asignado otras labores que desarrollar, manteniendo pendiente la solicitud de la misma de poner fin a la relación laboral por la causal de salud irrecuperable, previo pagos de las indemnizaciones legales, circunstancias todas que si bien no eximen a la demandante de cumplir el pacto laboral, explican, junto con otras, las ausencias en que ha incurrido para ejercer sus tareas originalmente estipuladas, pues ellas resultan ahora inviables. 
Decimotercero: Que al no haber sido así declarado en el fallo atacado, los sentenciadores infringieron los artículos 455 y 456, en relación al artículo 160 N°3, todos del Código del Trabajo, por falsa aplicación, yerro denunciado por la recurrente y que influyó sustancialmente en lo dispositivo de la sentencia desde que llevó a declarar justificado el despido de la actora y privarla, ilegalmente, de los resarcimientos que le son propios producto de sus labores para el demandado, por cuanto, en la especie, no se ha configurado  la causal de despido invocada en su contra. 

Decimocuarto: Que en consecuencia, se procederá a acoger el recurso de casación en el fondo interpuesto por la actora y anular la sentencia impugnada.


Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en el artículo 463 del Código del Trabajo y 764, 765, 767, 783 y 785 del Código de Procedimiento Civil, se acoge, sin costas, el recurso de casación en el fondo deducido por la demandante a fojas 180, contra la sentencia de treinta de abril de dos mil ocho, que se lee a fojas 179, la que, en consecuencia, se invalida y se reemplaza por la que se dicta separadamente y a continuación, sin nueva vista.
Redacción a cargo del Abogado Integrante señor Juan Carlos Cárcamo Olmos.

Regístrese.


N° 3.487-08.-
Santiago, 


 de septiembre de dos mil ocho.


En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 785 del Código de Procedimiento Civil, se dicta la sentencia de reemplazo que sigue.


Vistos:
Se reproduce la sentencia en alzada, con excepción de los motivos undécimo y duodécimo, los que se eliminan. 

Y teniendo en su lugar y, además, presente:


Primero: Que de acuerdo al tenor de la carta emanada del Colegio demandado, de fecha 11 de julio de 2005, habiéndose despedido a la demandante por la causal del artículo 160 N°3 del Código del Trabajo, específicamente por la inconcurrencia a desarrollar sus labores desde el día 29 de junio 2005, la controversia de autos queda circunscrita, precisamente, a la justificación de tales ausencias. 


Segundo: Que apreciados los antecedentes allegados por las partes en relación a ello, de acuerdo a las reglas de la sana crítica, es posible tener por acreditados los siguientes hechos:


a) al 29 de junio de 2005 y desde hacía tres años, la trabajadora se encontraba aquejada de una laringitis espástica con disfonía importante, de carácter profesional, patología que ha sido refractaria a todo tipo de tratamiento por lo que se ha sido considerada irrecuperable, poniéndose por ello fin, el 28 del mismo mes y año, a las licencias médicas de las que gozó –ininterrumpidamente- como consecuencia de la mencionada dolencia, al menos, desde 5 de marzo de 2001, por no existir registros de las anteriores. 

b) la enfermedad de la demandante le impedía hacer clases.


c) los médicos tratantes de la actora recomendaron al Colegio empleador  otorgar un trabajo acorde con su salud, lo que ha sido desestimado por la entidad según señala en su contestación de la demanda. 


d) en el ámbito de una serie de tratativas de la demandante para obtener solución a su situación,  con fecha 30 de mayo de 2005, remitió al Directorio del demandado una carta solicitando que, atendido el carácter irrecuperable de su salud y que por ello debe acogerse a retiro, pues no se le otorgarán más licencias médicas, solicita que se considere el pago de las indemnizaciones que correspondan.  Refiere en la misiva haber sostenido en el mes de marzo, conversaciones con la señor Urzúa, para determinar las condiciones de su reincorporación o salida del establecimiento, sin resultados, hecho, éste último, reconocido también en la absolución de posiciones producida por la parte demandante. 

e) la docente se reunió con el director del Colegio para informarse de su situación y la respuesta a su solicitud y aquél le señaló que el Directoria se reuniría en los próximos días, sin indicar fecha. 
Tercero: Que los presupuestos asentados precedentemente dan cuenta de la situación compleja en medio de la cual el demandado despide a la actora por inconcurrencia a sus labores, circunstancias que han sido expuestas por ésta para explicar las ausencias que se le imputan y que, a juicio de estos sentenciadores, no sólo deben ser oídas sino que consideradas gravitantes para dicho efecto, el cual finalmente satisfacen. En efecto, es decisivo para la controversia el particular estado de salud de la demandante, pues provoca, en el evento de mantenerse la relación laboral, la modificación de las funciones de la trabajadora ó, derechamente, la extinción de aquélla, por la causal legal pertinente y previo pago de los resarcimientos legales. Asimismo, parece ineludible incorporar al razonamiento la actitud adoptada por la empleadora frente a dichas opciones, desde que su reconocida negativa ante ambas ha colocado a la docente en situación de indefensión. 

Cuarto: Que no pudo la sentenciadora de primer grado, entonces, razonablemente y de acuerdo a las máximas de experiencia, desestimar los hechos referidos en la comprensión de la situación existente entre las partes, soslayando, además, que la actora tiene más de veinticinco años de servicios para el Colegio demandado y en el transcurso de los cuales se originó y desarrolló la dolencia que la aqueja, lo que da cuenta de un grado de confianza y compromiso que le otorga sustento a las alegaciones de aquélla en torno a sus gestiones para que operara algunas de las dos opciones arriba referidas. No se trata, en consecuencia, de estimar justificación suficiente para las faltas imputadas la mera esperanza de que se acogiera la solicitud de finiquito de la demandante –descripción que simplifica en demasía el conflicto sublite-, por cuanto se le ha exigido a la trabajadora la observancia de su obligación contractual de comparecer para el único fin de hacer clases, por parte de un contratante que ha incumplido su carga de otorgar labores que sean físicamente posibles para su contraparte.  

Quinto: Que conforme lo razonado, fuerza es concluir que las ausencias de la actora a partir del 29 de junio de 2005 fueron justificadas, en atención a que su disfonía crónica e irrecuperable le impide ejercer sus labores como docente de aula y el hecho de que el empleador no le ha asignado otras labores que desarrollar, manteniendo pendiente la solicitud de la misma de poner fin a la relación laboral por la causal de salud irrecuperable, previo pagos de las indemnizaciones legales, circunstancias todas que si bien no eximen a la demandante de cumplir el pacto laboral, explican, junto con otras, las ausencias en que ha incurrido para ejercer sus tareas originalmente estipuladas, pues ellas resultan ahora inviables. 


Sexto: Que no habiéndose configurado la causal de despido invocada por el demandado y según lo previsto en los artículo 162, 163 y 168 del Código del Trabajo, procede acoger las pretensiones de la actora relativas al pago de las indemnizaciones sustitutiva del aviso previo y por años de servicios, esta última con un recargo del ochenta por ciento. 


Séptimo: Que para el objeto señalado, no existiendo en autos más antecedentes que el monto señalado por la actora en la demanda, que reconoce incluir la asignación de movilización y el documento allegado a fojas 10, que da cuenta de los subsidios pagados a la docente durante los últimos meses de licencia por la Caja de Compensación y Asignaciones Familiares 18 de Septiembre, el monto de la última remuneración de la actora se fija, prudencialmente, en $480.000 pesos. 


Octavo: Que el resarcimiento por el lapso laborado, debe calcularse por el período entre el 1 de marzo de 1979, fecha de inicio de la relación laboral, no controvertida y el 11 de julio de 2005, data consignada en la carta de fojas 21 para el término de la misma, no estando restringida, en consecuencia, a los límites previstos en el inciso 2° del artículo 163 del Código del ramo.  

Noveno: Que no es procedente, sin embargo, el otorgamiento de la indemnización adicional contemplada en el artículo 87 de la Ley 19.070, por cuanto ella lo ha sido a favor de los docentes del sector particular,  desvinculados por necesidades de la empresa o establecimiento educacional, cuyo no es el caso de autos y aún cuando, por mandato legal se entiende que, ante el rechazo de las causales de caducidad contempladas en los artículos 159 ó 160 del Código del Trabajo, el término de la relación laboral se produjo por los motivos contemplados en el artículo 161 del mismo, ello constituye, sin duda, una ficción legal. Habiendo sido previsto el resarcimiento de que se trata por el legislador, para las situaciones en que el término de las labores se funda en los presupuestos contemplados en la referida disposición, éstos y no otros son los que deben haber sido invocados expresamente por la empleadora para que proceda su otorgamiento.     

Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en los artículos 463 y siguientes del Código del Trabajo, se revoca la sentencia apelada de uno de agosto de dos mil siete, escrita a fojas 133 y siguientes, en cuanto declara justificado el despido del actor, rechazando la demanda impetrada y, en su lugar, se decide que se la acoge, con costas, sólo en cuanto se condena al Colegio demandado al pago, a favor de la actora, de las siguientes sumas:


a) $480.000 pesos, a título de indemnización sustitutiva del aviso previo.

 
b) $22.464.000 pesos, por concepto de indemnización por años de servicios, ya aumentada en un 80%. 

c) reajustes e intereses de acuerdo al artículo 173 del Código del Trabajo.


Se confirma, en lo demás, el fallo apelado.


Redacción a cargo del Abogado Integrante señor Juan Carlos Cárcamo Olmos.

Regístrese y devuélvase.


N° 3.487-08.-

